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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente.
El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
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Proceso:                
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Radicación Nro. :
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Accionante:   

ERIKA MARÍN ROJAS USMA
Accionado: 

PORVENIR SA
Magistrado Ponente: 
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Tema:


ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PARTICULARES / COMPETENCIA DE LOS JUECES MUNICIPALES. [E]l ICBF no es el empleador de la accionante, esa facultad patronal la ejerce la Asociación de Padres de Familia y Vecinos del Hogar infantil CONSOTA, de tal manera también lo refleja el formato de radicación de incapacidades y/o licencias de la empresa de Salud SOS EPS que obra a folio 14 del cuaderno principal. Así que dicha asociación aunque se encuentre vinculada al sistema de bienestar familiar es de carácter particular, cuya personería jurídica es aprobada por ese Instituto (…) Estas premisas permiten afirmar, que la competencia para tramitar y decidir esta acción de tutela radica en el juez municipal trabado en la colisión.
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  66001-22-18-000-2017-00013-00 

Demandante: Erika Marín Rojas Usma   
Demandado: Porvenir S.A. 
___________________________________________________

I. Asunto
Dirime la Sala la colisión de competencias suscitada entre los JUZGADOS CUARTO CIVIL MUNICIPAL y el JUZGADO PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD, ambos de Pereira, dentro de la acción de tutela promovida por Erika María Rojas Usma contra el fondo de pensiones Porvenir S.A. por divergencia nacida en torno a la vinculación al trámite del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.
II. Antecedentes
1. Erika María Rojas Usma, actuando por intermedio de apoderado judicial, acudió al Juez de tutela para que le sean amparados sus derechos fundamentales, a la vida, la salud, la seguridad social y al mínimo vital, presuntamente vulnerados por el fondo de pensiones arriba señalado, al no efectuar el pago de sus incapacidades médicas. 
2. La demanda de amparo fue asignada, al Juzgado Cuarto Civil Municipal, autoridad judicial que mediante proveído del 27 de septiembre último, previa a su admisión, consideró que al ser necesaria la vinculación del ICBF –  como propietario del Hogar Infantil Consotá-, deriva una pérdida de competencia, por ser aquella institución de conocimiento de los jueces de categoría del circuito; remitió entonces el expediente a la oficina de reparto (Fl. 18-19 Cd. Ppal).. 
3. Correspondió al Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, por auto del 3 de octubre, propuso conflicto negativo de competencia, bajo los supuestos de que el fondo de pensiones accionado es una entidad particular de competencia de los jueces de categoría municipal, y que conforme al principio de “perpetuatio jurisdiccionis”, una vez radicado el conocimiento de un proceso de tutela a determinado despacho judicial, es inadmisible trasladarlo a otro en razón del cambio de naturaleza de las entidades demandadas. Ordenó su devolución al despacho de origen (Fl. 26 íd). 
4. Nuevamente se pronunció el juez municipal, insistiendo en que no puede pasarse por alto el hecho evidente, claro y preciso de la necesidad de vincular al ICBF, persistiendo de tal manera la falta de competencia de ese despacho judicial para asumir la acción de amparo y finalmente, envía las diligencias a esta Sala para que se zanje el conflicto de competencia (Fl. 29-30 íd)..
III. Consideraciones
1. Conviene decir, en primer término, que este Tribunal en Sala Mixta de Decisión es competente para resolver el presente conflicto, según lo previsto por el artículo 18 de la Ley 270 de 1996, en armonía con el art. 35 del Código General del Proceso y el Acuerdo No. 108 de 1997 del Consejo Superior de la Judicatura.
2. Precisa la Sala que aun siendo la acción de tutela un mecanismo preferente y sumario, no es ajena a las reglas del debido proceso, reputado como uno de los principales derechos de los ciudadanos, su noción se determina a partir del principio universal conforme al cual los procedimientos en su trámite “…se deben satisfacer ciertos presupuestos básicos del juicio como son, entre otros, la capacidad de las partes, la competencia y la debida integración de la causa pasiva…” (CC, A-257/96).

3. Es por ello que el juez de tutela antes de decidir el asunto puesto a su consideración, tiene la obligación de identificar las partes y los terceros con interés legítimo en las decisiones que puedan adoptarse durante la acción de amparo, con el fin de ponerles en conocimiento la existencia de la actuación en tutela y, de esta forma, permitirles ejercer su derecho de contradicción, porque la falta de notificación a una parte o a un tercero con interés legítimo de las decisiones proferidas en un trámite de esta naturaleza constituye una irregularidad que vulnera el debido proceso.

Por tanto, si de los hechos aducidos en la demanda de tutela o de las pruebas aportadas se deduce la necesidad de vincular a una autoridad o particular que no señaló el accionante, es deber del juez integrar oficiosa y adecuadamente el litisconsorcio por pasiva, para configurar la legitimación en la causa de la parte demandada.

4.  La autoridad accionada es el fondo de pensiones Porvenir S.A., sociedad anónima, constituida mediante la escritura pública No. 5307 del 22 de octubre de 1991, como entidad financiera sometida al control y vigilancia de la Superintendencia Financiera, en conclusión es una entidad cuya naturaleza jurídica es de carácter particular, por tanto de competencia de los jueces de categoría municipal. 

5. Ahora, el Juzgado Cuarto Civil Municipal, advirtió que de acuerdo al escenario planteado en los hechos de la demanda, surgía necesaria la intervención del empleador de la accionante, esto es del Jardín Hogar Infantil Consotá de Pereira y que como éste es de propiedad del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, entidad que hace parte del sector descentralizado por servicios del orden nacional, la competencia de la acción de amparo debía pasar a los Jueces de categoría de Circuito. 

Situación procesal que no comparte el segundo despacho adentrado en conflicto, en su sentir bajo tal supuesto no se permite a la autoridad judicial desprenderse de la competencia asignada para el conocimiento de una acción de tutela. 

7. Ahora, si se trata de vincular al empleador de la accionante señora Erika María Rojas Usma y si bien el escrito de amparo refiere que la tutelante se desempeñaba laboralmente en el Jardín Hogar Infantil Consotá de esta ciudad “Propiedad del ICBF”, tal afirmación no resulta correcta, veamos: 
7.1.  El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar es un establecimiento público descentralizado, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio adscrito al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, cuyo objeto es propender y fortalecer la integración y el desarrollo armónico de la familia, proteger al menor de edad y garantizarle sus derechos
.

Para el cumplimiento de esta tarea, conforme al Art. 21 Ley 7ª/79, 127 del Decreto Reglamentario 2388/79 y 19 del Decreto 1137/99, está facultado para celebrar contratos de aporte para brindar el servicio público de bienestar familiar, mediante el cual entrega unos dineros a una Asociación de Padres con el objeto de que brinde atención a niños y niñas en la Modalidad de Hogares Infantiles, y ésta se responsabiliza del cumplimiento del contrato con personal de su dependencia y posee completa autonomía para manejar todo lo relacionado con sus asuntos legales.
Así se dejó sentado en concepto 24 del 7 de marzo de 2012, emitido por el mismo ICBF: 
La relación laboral con las personas contratadas para trabajar en los Hogares Infantiles se establece directamente entre éstas y sus Asociaciones o Juntas Administradoras, las cuales celebran los contratos de trabajo y en su condición de empleadores se obligan a cumplir las leyes laborales vigentes.

Es claro, entonces, que el ICBF no tiene ningún tipo de injerencia en asuntos relacionados con salarios, prestaciones (retroactividad en cesantías), indemnizaciones, intereses laborales y aportes al Sistema General de Seguridad Social (Salud, Pensión y Riesgos Profesionales) derivados de las relaciones laborales existentes entre las Entidades Administradoras de la modalidad de Hogares Infantiles y sus trabajadores, ya que estas son autónomas en el manejo de sus relaciones laborales.

En el mismo sentido, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, respecto de la naturaleza de la vinculación que existe entre el ICBF y los trabajadores de los Hogares Infantiles administrados por esta Entidad, concluyó lo siguiente:

... las personas que colaboran en los hogares infantiles mediante contrato laboral, esta relación se establece con las asociaciones o entidades no gubernamentales o con los propios hogares infantiles cuando estos estén dotados de personería jurídica; en tales casos se trata de trabajadores particulares que no tienen carácter de servidores públicos, en consecuencia no son empleados públicos ni son trabajadores oficiales. (Subrayado fuera del texto)”.
7.2. En tales términos el ICBF no es el empleador de la accionante, esa facultad patronal la ejerce la Asociación de Padres de Familia y Vecinos del Hogar infantil CONSOTA, de tal manera también lo refleja el formato de radicación de incapacidades y/o licencias de la empresa de Salud SOS EPS que obra a folio 14 del cuaderno principal.  
8. Así que dicha asociación aunque se encuentre vinculada al sistema de bienestar familiar es de carácter particular, cuya personería jurídica es aprobada por ese Instituto, debiendo entonces para el caso, recordarse el numeral 1° del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000 que establece reglas sobre competencia para el trámite de la acción de tutela así:

“Conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas: (…) A los jueces municipales le serán repartidas para su conocimiento en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad pública del orden distrital o municipal y contra particulares”. Subrayas propias.

9. Estas premisas permiten afirmar, que la competencia para tramitar y decidir esta acción de tutela radica en el juez municipal trabado en la colisión.
En mérito de lo expuesto, la Sala Unitaria No. 7 de Asuntos Penales Para Adolescentes del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
Resuelve
Primero: DECLARAR que el competente para conocer de la presente acción de tutela contra el fondo de pensiones Porvenir S.A. es el  Juzgado Cuarto Civil Municipal local, a quien se dispone la remisión del expediente. 
Segundo: INFORMAR de esta decisión a la accionante y al restante despacho judicial involucrado. 
Notifíquese,


El Magistrado,
Edder Jimmy Sánchez Calambás

Julio César Salazar Muñoz  
            Manuel Antonio Yarzagaray Bandera
� Ley 7ª de 1979.
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